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Normas generales

El uso y manejo de plaguicidas está sujeto a una serie de normas generales dictadas con la finalidad de proteger el ambiente de las posibles afectaciones derivadas de esas sustancias.

La primera de las normas ambientales relevantes a considerar, es la Constitución de la República, como la norma de mayor jerarquía del ordenamiento jurídico uruguayo. La redacción dada al artículo 47, a partir de la reforma constitucional de 1996, pone de manifiesto la trascendencia de la protección del ambiente, la cual es de “interés general”, pero además y especialmente, establece la obligación de las personas de abstenerse de cualquier acto que cause depredación, destrucción o contaminación del ambiente, según lo que sea reglamentado a través de las leyes en la materia. 

La principal de esas normas reglamentarias ha sido la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000 (denominada “Ley General de Protección del Ambiente”). La declaración de interés general, de relevancia política pero de gran trascendencia jurídica, fue desarrollada por el artículo 1º de esta ley, en el cual se incluye “la reducción y el adecuado manejo de las sustancias tóxicas o peligrosas y de los desechos cualquiera sea su tipo” y por cada uno de los artículos específicos.

En lo que aquí resulta relevante, el artículo 21 señala que “Es de interés general la protección del ambiente contra toda afectación que pudiera derivarse del uso y manejo de las sustancias químicas, incluyendo dentro de las mismas, los elementos básicos, compuestos, complejos naturales y las formulaciones, así como los bienes y los artículos que las contengan, especialmente las que sean consideradas tóxicas o peligrosas”. Dado que el artículo refiere a sustancias químicas, quedan comprendidos en él los plaguicidas.

El artículo agrega que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) determinará “las condiciones aplicables para la protección del ambiente, a la producción, importación, exportación, transporte, envasado, etiquetado, almacenamiento, distribución, comercialización, uso y disposición de aquellas sustancias químicas que no hubieran sido reguladas en virtud de los cometidos sectoriales asignados al propio Ministerio o a otros organismos nacionales” (inciso 2º). 

No obstante, aun cuando esas sustancias hubieran sido reguladas, “dichos organismos incorporarán en sus regulaciones, en coordinación con el MVOTMA, disposiciones que aseguren niveles adecuados de protección del ambiente contra los efectos adversos derivados del uso normal, de accidentes o de los desechos que pudieran generar o derivar” (inciso 3º). 

Asimismo, la Ley General de Protección del Ambiente detalla los principios de política nacional ambiental (artículo 6º), que operan como orientaciones para la tarea del Poder Ejecutivo y como elementos para dirimir conflictos jurídicos e institucionales. Textualmente señala, que “servirán también de criterio interpretativo para resolver las cuestiones que pudieran suscitarse en la aplicación de las normas y competencias de protección del ambiente y en su relación con otras normas y competencias”.
Entre los principios de la política ambiental, la ley establece como fundamentales:

a)
El principio de distinción, puesto que se presenta como objetivo económico, cultural y social de la República, dis​tinguirse en el contexto de las naciones como "País Natural", en un marco de desarrollo sosteni​ble.


La propia ley define el desarrollo sostenible como “aquel desarrollo que satisface las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de generaciones futuras de satisfacer sus propias necesidades”. 

b)
El principio de prevención y precuatorio, por cuanto prevenir es criterio prioritario frente a cualquier otro en la gestión ambiental y, cuando hubiere peligro de daño grave o irreversible, no podrá alegarse la falta de certeza técnica o cien​tífica absoluta como razón para no adoptar medidas preventivas.

c)
El principio de gradualidad y progresividad de las nuevas exigencias, sin que por ello deba recono​cerse la consolidación de situaciones preexisten​tes.

d)
El principio de participación de las personas y las organizaciones representativas. 

e) El principio de transectorialidad, por cuanto se requiere la integración de los distintos sectores públicos y privados involucrados en la gestión am​biental, con alcance nacional y descentralizado.

f) El principio de adecuado manejo de la información ambiental, asegurando su disponibilidad y accesibilidad.

g) Finalmente, se establece el principio de cooperación internacional.
Hasta la aprobación de esta Ley, Uruguay no contaba con una ley general o ley marco en materia am​biental, aunque diversas normas habían establecido instrumentos y criterios particulares de pro​tec​ción del ambiente o sus componentes, las cuales se mantienen vigentes. 

Así, pueden mencionarse normas antiguas, como por ejemplo, leyes sobre fauna (Leyes N° 2.358 y 3.135 de 1895 y 1906 y especialmente, la Ley N° 9.481 de 1935) o de creación de parques (Leyes 8.172 y 9.718 de 1927 y 1937). En décadas recientes, el Código de Aguas (Decreto-Ley N° 14.859 de 1978) o la Ley de Conservación de Suelos y Aguas (Decreto-Ley N° 15.239 de 1981); hasta las modernas Ley de Evaluación del Impacto Ambiental (Ley N° 16.466 de 1994), Ley de Desechos Peligrosos (Ley N° 17.220 de 1999) y Ley de Áreas Naturales Protegidas (Ley N° 17.234 de 2000), entre otras.

Nos referiremos a algunas de esas normas, en cuanto se relacionan con el uso y manejo de plaguicidas.

Normas particulares

En primer término, el Código de Aguas (Decreto‑Ley Nº 14.859, de 15 de diciembre de 1978), que alcanza tanto a las aguas superficiales como a las subterráneas. Así como es obligación del Estado promover el uso de las aguas, también lo es la promoción de su conservación y defensa contra los efectos nocivos. 

Para ello, el artículo 144 del Código de Aguas, prohíbe “la introducción a las aguas o la colocación en lugares desde los cuales puedan derivar hacia ellas, sustancias, materiales o energía susceptibles de poner en peligro la salud humana o animal, deteriorar el medio ambiente natural o provocar daños”. 

Obviamente los plaguicidas quedan comprendidos en esas sustancias y aunque no sean “introducidos” directa y voluntariamente en las aguas, en cuanto puedan alterar su calidad. Véase especialmente, que el Código no solamente prohíbe verter, sino también “colocar” (esparcir, liberar, fumigar, agregamos nosotros) fuera de las aguas pero con riesgo de derivación hacia ellas. Ello fue reglamentado por el Decreto 253/979, de 9 de mayo de 1979, y sus decretos modificativos posteriores.

En segundo lugar, la Ley de Evaluación del Impacto Ambiental (Ley N° 16.466, de 19 de enero de 1994), y su reglamentación (Decreto 435/994, de 21 de setiembre de 1994), por las cuales quedan sujetos a la Autorización Ambiental Previa (AAP) del MVOTMA, aquellas iniciativas comprendidas dentro de algunos de los veintinueve tipos de proyectos del artículo 2°, que incluyen en lo que aquí puede interesar: construcción de plantas de tratamiento y dis​posición final de residuos tóxicos y peli​gro​sos; construcción de complejos o la instalación de unidades industriales o agroindustriales; explotaciones hortícolas, frutícolas o vitíco​las de más de 100 (cien) hectáreas; y, forestación de más de 100 (cien) hectá​reas.

La autorización debe ser otorgada o denegada según los resultados del estudio de impacto ambiental y del procedimiento de EIA, considerando los impactos ambientales residuales que hubieran sido identificados y que no resultaran posibles de eliminar, mitigar o compensar.

En tercer término, la Ley de Desechos Peligrosos (Ley N° 17.220, de 11 de noviembre de 1999), por la que se elevó al rango legal, la prohibición de introducción -en cualquier forma o bajo cualquier régimen- en las zonas sometidas a la jurisdicción nacional, de todo tipo de desechos peligrosos (artículo 1°).

A los efectos de la dicha norma, se entiende por desechos peligrosos “aquellos desechos cualquiera sea su origen, que por sus características físicas, químicas, biológicas o radioactivas, constituyen un riesgo para la salud humana, animal, vegetal o para el medio ambiente” (artículo 3°), aunque el propio artículo, además de los radioactivos, se remite a las categorías enumeradas en el Anexo I y II del Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación (1989), aprobado por la Ley Nº 16.221, de 22 de octubre de 1991. En ellas, claramente figuran los desechos resultantes de la producción, preparación y uso de biocidas y productos fitofarmacéuticos.

Si bien las normas nacionales no hacen referencia expresa a la exportación de desechos peligrosos y otros desechos, el párrafo 1 del artículo 4º del Convenio de Basilea dispone que las Partes no permitirán la exportación de desechos peligrosos a las Partes que hayan prohibido la importación de los mismos o, aun cuando no existiera esa restricción, las Partes no permitirán la exportación de desechos peligrosos sin que el Estado de importación hubiera dado su consentimiento por escrito a la importación de que se trate. 

En el caso de Uruguay, ese consentimiento y la tramitación de los que correspondan en otros países, debe realizarse ente la Dirección Nacional de Medio Ambiente (DINAMA) del MVOTMA, autoridad nacional competente, según el Decreto Nº 499/992, de 13 de octubre de 1992.

En cuarto y último término, Ley de Áreas Naturales Protegidas (Ley N° 17.234, de 22 de febrero de 2000), crea un Sistema Nacional de Areas Naturales Protegidas (SNANP), como "el conjunto de áreas naturales del territorio (...) representativas de los ecosistemas del país, que por sus valores ambientales, históricos, culturales o pai​sajísticos singulares, merezcan ser preservados como patri​monio de la nación, aun cuando las mismas hubieran sido transformadas parcialmente por el hombre". Para ello, el Poder Ejecutivo, a propuesta del MVOTMA, podrá establecer algunas limitaciones o prohibiciones respecto a las actividades que se realicen en las áreas comprendidas en el SNANP y zonas adyacentes, entre las cuales podrían incluirse determinados aprovechamientos productivos o el uso de ciertas tecnologías, entre las cuales podrían figurar los plaguicidas.

Normas internacionales

Finalmente, una breve mención a dos normas internacionales, que Uruguay ha ratificado y que tienen directa relación con los plaguicidas. 

El primero, es el Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos Persistentes (COP), aprobado la Ley Nº 17.732, de 31 de diciembre de 2003. Dicho convenio refiere a los COP, que son sustancias químicas tóxicas, persistentes y bioacumulables en los organismos, causando diversos efectos negativos en la salud humana y en el ambiente. Son mezclas y compuestos químicos a base de carbono que incluyen compuestos industriales como los PCBs, plaguicidas como el DDT y residuos no deseados como las dioxinas. 

El mismo, establece medidas para la eliminación de la producción y uso de los siguientes plaguicidas: Hexaclorobenceno (HCB), Endrin, Mirex, Toxafeno, Clordano, Heptacloro, DDT, Aldrin y Dieldrin. Además el convenio enfoca la eliminación de las acumulaciones de pesticidas y productos químicos tóxicos no deseados y obsoletos. Uruguay viene llevando a cabo, a través de la DINAMA y con la participación del MGAP y del MSP, además de otros organismos y actores sociales, un Plan Nacional de Implementación del Convenio.

El segundo, es el Convenio de Rotterdam sobre el procedimiento de Consentimiento Fundamentado Previo (CFP ó PIC) aplicable a ciertos plaguicidas y productos químicos peligrosos objeto del comercio internacional, aprobado por la Ley Nº 17.593, de 29 de noviembre de 2002. El convenio se aplica a unos diecisiete plaguicidas y otras cinco formulaciones consideradas extremadamente peligrosas, prohibiendo o restringiendo el comercio internacional de esas sustancias.
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